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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, septiembre veintiocho (28) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 468 del 28 de septiembre de 2016
        Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00864-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Andrés Mauricio Villada Londoño, contra el Teniente Coronel Carlos Reina Castro, Inspector Delegado Regional No. 3, de la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional con sede en esta ciudad, a la que fue vinculado el Ministro de Defensa Nacional.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 1º de diciembre de 2007 se graduó en el grado de Subteniente de la Policía Nacional y ha laborado en diferentes ciudades del territorio nacional.

1.2 El mayor Gustavo Adolfo Rodríguez Hernández, Comandante de Estación Manizales, comunicó al señor Teniente Coronel Carlos Alberto Morán López, el 20 de junio de 2015, sobre un presunto incumplimiento de una orden por parte suya, cuando se desempeñaba como oficial de vigilancia, y que para el día 17 de junio de 2015 le correspondía prestar servicio como jefe de plan de choque, lo cual se le informó vía wasthsapp (sic) al teléfono 3004636033.

1.3 Mediante auto del 7 de octubre de 2015, el Inspector General de la Inspección Delegada Regional Tres abrió en su contra  indagación preliminar en el proceso disciplinario radicado P-REGI3-2015-67, providencia que fue notificada el día 18 de febrero de 2016 y se le informaron los derechos del investigado.

1.4 El día 12 de febrero de 2016 se recibieron por parte del Inspector Delegado para la Región N° 3, los testimonios del Mayor Gustavo Adolfo Rodríguez Hernández y del Teniente Coronel William Castaño Ramos, sin su presencia y sin que hubiese podido ejercer los derechos de defensa y de contradicción.

1.5 El 23 de febrero de este año se le informó sobre el testimonio que se recibiría al Subintendente Édison Fernando Herrera Tirado y se le recordaron los derechos del investigado, aunque el proceso disciplinario se encontraba en etapa de indagación preliminar; diligencia que fue practicada el día 29 del mismo mes, adelantada sin su presencia; en esta misma fecha se escuchó en declaración al señor Subintendente Elver Orlando Nova Ramírez, declaración que no fue comunicada.
1.6 Mediante auto del 11 de abril siguiente se le citó a audiencia, imputándole la presunta falta disciplinaría consagrada en el numeral 7, artículo 35 de la Ley 1015 de 2006, providencia que ordena la notificación personal, notificación que nunca se realizó.
1.7 El 21 de ese mismo mes, se dio inicio a la audiencia dentro del proceso verbal disciplinario REGI3-2016-9, por parte del Inspector Delegado Regional N° 3, sin la presencia del actor y sin nombrarle abogado de oficio, por lo que se le violó flagrantemente el principio fundamental al derecho de defensa y contradicción, conforme al artículo 186 de la ley 734 de 2002, por remisión expresa del artículo 181 ibídem. 
1.8 El 28 siguiente se continuó la audiencia para presentar alegatos de conclusión, “informado el señor teniente Andrés Mauricio Villada Londoño, que nunca tuvo conocimiento de la orden impartida, y por la mañana solicitó información para verificar la disponibilidad y se le informó que estaba pendiente la notificación”.

1.9 El 3 de mayo del año en curso, en audiencia pública, sin su presencia, ni de un defensor de oficio, se tomó decisión de primera instancia dentro del proceso disciplinario por parte del Inspector Delegado Regional N° 3, fallo sancionatorio que quedó en firme porque no hubo quien apelara, violando flagrantemente su derecho de defensa.
2.- Considera lesionados los derechos al debido proceso, defensa y contradicción y para su protección, solicita: a) ordenar a la autoridad accionada, declarar la nulidad de lo actuado en el proceso administrativo donde se le encontró disciplinariamente responsable.

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Por auto del pasado 14 de septiembre se admitió la acción; se ordenó vincular al Ministro de Defensa Nacional; como medida provisional se ordenó suspender la ejecución de la sanción impuesta al actor en audiencia del 3 de  mayo de 2016 y se decretó una prueba.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Inspector Delegado Región de Policía No. 3, hizo un resumen de los hechos investigados dentro del proceso disciplinario adelantado contra el actor y sobre los argumentos del accionante; se refirió al carácter excepcional y subsidiario de la acción de tutela y su improcedencia cuando existen otros medios de defensa judicial.
Explicó ampliamente la forma como se hicieron al demandante las notificaciones en el proceso disciplinario que contra él se adelantó;  indicó que se encuentra suspendido desde el 5 de julio de este año y que busca con esta acción que el juez constitucional conjure supuestas nulidades que debió haber alegado dentro del proceso disciplinario, pero que más que intrascendentes, fueron subsanadas con su pasiva actitud.

Insiste en que no puede el actor debatir situaciones de hecho y de derecho ante el juez constitucional cuando debió hacerlo dentro del  proceso disciplinario, pues convierte la tutela en una tercera instancia, situación que la jurisprudencia proscribe; tampoco puede solicitar la nulidad del proceso por ese mismo medio en razón a que no es el estadio para ello; además, porque gozó de todas las prerrogativas para alegar los presuntos vicios en el momento oportuno y solo vino a hacerlo cuando concluyó la investigación.
Solicita rechazar por improcedente la acción de tutela habida cuenta de que no se ha incurrido en vía de hecho, ni desconocido ningún derecho al demandante, quien además cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, concretamente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
3.- El Ministro de Defensa guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Encuentra el demandante lesionado su derecho a un debido proceso disciplinario, porque en el que se adelantó en su contra no se le garantizaron los derechos de contradicción y defensa.

3.- Es sabido que una de las características de ese especial mecanismo de protección constitucional es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

4.- De esa manera, para la procedencia de esa excepcional acción, no basta con determinar si la lesión al debido proceso se produjo o no; es necesario establecer previamente si el supuesto afectado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y si este resulta eficaz para protegerlo o si se está frente a un perjuicio irremediable que justifique la intervención inmediata del juez constitucional.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“3.2. Ahora bien, aunque el derecho al debido proceso administrativo adquirió rango fundamental a partir de la Constitución de 1991, no significa lo anterior que “la tutela sea el medio adecuado para controvertir este tipo de actuaciones. El ámbito propio para tramitar los reproches de los ciudadanos contra las actuaciones de la administración es la jurisdicción contenciosa administrativa, quien está vinculada con el deber de guarda y promoción de las garantías fundamentales
. Es en este contexto donde demandados y demandantes pueden desplegar una amplia y exhaustiva controversia argumentativa y probatoria, teniendo a su disposición los diversos recursos que la normatividad nacional contempla. El recurso de amparo sólo será procedente, en consecuencia, cuando la vulneración de las etapas y garantías que informan los procedimientos administrativos haya sido de tal magnitud, que los derechos fundamentales de los asociados no cuentan con otro medio de defensa efectivo. El amparo constitucional como sucede para el caso de protección de los derechos fundamentales, es subsidiario y residual, lo que implica que si la persona cuenta con un medio de defensa efectivo a su alcance o, habiendo contado con el mismo, de manera negligente lo ha dejado vencer, la tutela devendrá improcedente
”
.

3.3. Por lo tanto, la acción de tutela contra decisiones de la administración sólo procede cuando la vulneración de las etapas y garantías que informan los procedimientos administrativos haya sido de tal magnitud, que los derechos fundamentales de los asociados no cuentan con otro medio de defensa efectivo…”
.

5.- El expediente que contiene el proceso disciplinario en el que encuentra el demandante lesionados sus derechos
, acredita los siguientes hechos:

5.1 Mediante providencia del 7 de octubre de 2015, el Inspector Delegado  Regional Tres (E), inició indagación preliminar en contra del Teniente Andrés Mauricio Villada Londoño, providencia en la que se dispuso notificar personalmente ese auto al investigado, escucharlo en versión libre y se decretaron pruebas, entre ellas, dos testimonios
.
5.2 El 12 de febrero de 2016 se escucharon los testimonios del Mayor Gustavo Adolfo Rodríguez Hernández y del Teniente Coronel William Castaño Ramos
.

5.3 El 18 de febrero de 2016 se notificó personalmente al Capitán Andrés Mauricio Villada Londoño el auto del 7 de octubre atrás referido, acto en el que autorizó que las notificaciones se realizarán a su correo electrónico andres.villada@correo.policia.gov.co
 y el 23 del mismo mes, a ese correo, que se escucharía en declaración al  Subintendente Édison Fernando Herrera Tirado el 29 de febrero de 2016
.
5.4 Mediante providencia del “26/06/12”
 se ordenó citar a audiencia pública disciplinaria al aquí accionante, “el día y hora señalados en la diligencia de notificación de la presente decisión.

5.5 El 11 de  abril de 2016 se le notificó esa providencia, acto en que se le dijo que se le notificaba auto de la misma fecha, por medio del cual se dispuso tramitar investigación preliminar y citarlo a audiencia disciplinaria, la que tendría lugar el  21 del mismo mes, a las nueve de la mañana
. Lo mismo se hizo mediante llamada telefónica
. En la fecha indicada tuvo lugar ese acto, sin la  presencia del investigado
.
5.6 Al día siguiente se le notificó al mismo señor, a su correo electrónico
 y mediante llamada telefónica
, que la audiencia continuaría el 28 del último mes citado. En dicha oportunidad sí acudió, presentó sus alegatos y se fijó fecha y hora para emitir la decisión de instancia
.

5.7 El 3 de mayo de 2016 sobrevino el fallo de primera instancia en el que se responsabilizó disciplinariamente al Capitán Andrés Mauricio Villada Londoño y se le sancionó con suspensión e inhabilidad general de seis meses
, copia del acta respectiva, le fue remitida al citado señor
.
5.8 Funcionario de la Inspección Delegada Regional No. 3, declaró que la decisión por medio de la cual se sancionó al citado señor, quedó ejecutoriada porque contra ella no se interpuso ningún recurso
.
5.9 Por Resolución 5680 del 27 de junio de 2016, el Ministro de Defensa Nacional ordenó ejecutar la sanción impuesta
, decisión que se le notificó al señor Villada Londoño el 2 de julio de este año
.

5.10 De las copias de tal proceso no se evidencia que el demandante hubiese alegado la existencia de alguna nulidad.

6.- Como antes se indicara, pretende el demandante obtener por vía de tutela, se declare la nulidad de lo actuado en el trámite administrativo que en su contra se adelantó. Sin embargo, las pruebas recogidas acreditan que solicitud como esa no elevó en el referido proceso. Lo mismo puede inferirse de las manifestaciones  que hizo el Teniente Coronel Carlos Reina Castro en el escrito por medio del cual se pronunció en relación con la acción propuesta.

Todo ello, permite concluir que no empleó el mecanismo de protección ordinario previsto por el legislador para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

7.- Pero es que además cuenta el accionante con otro medio de defensa judicial para controvertir las decisiones adoptadas en el proceso en el que encuentra la lesión a sus derechos. En efecto, es la jurisdicción contenciosa administrativa la competente para conocer sobre la legalidad de las sanciones disciplinarias que recaen sobre miembros de la Policía Nacional, mediante la acción de nulidad o la de nulidad y restablecimiento del derecho.

8.- Y no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder el amparo solicitado, cuyas características ha definido la Corte Constitucional, así:

“A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia.

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente.

D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.

De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio. (Subrayado fuera del texto).”

En este caso, el demandante ni siquiera alegó hecho alguno del que pueda inferirse que está ante perjuicio que reúna esos requisitos y que justifique, sin demora, la intervención del juez constitucional.
9.- Las anteriores razones son suficientes para declarar improcedente la tutela reclamada, pues esa especial acción no ha sido concebida como medio alternativo de solución de conflictos y tampoco constituye una instancia adicional o paralela.
10.- Se levantará la medida provisional decretada que ordenó suspender la ejecución de la sanción impuesta al actor en audiencia del 3 de  mayo de 2016.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Andrés Mauricio Villada Londoño, contra el Teniente Coronel Carlos Reina Castro, Inspector Delegado Regional No. 3, de la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional con sede en esta ciudad, a la que fue vinculado el Ministro de Defensa Nacional.

SEGUNDO.- Levantar la medida provisional por medio de la cual se ordenó suspender la ejecución de la sanción impuesta al actor en audiencia del 3 de  mayo de 2016. Líbrese el oficio respectivo al Teniente Coronel Carlos Reina Castro, Inspector Delegado Regional No. 3, de la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional con sede en esta ciudad.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� En la SU-544 de 2001, esta corporación indicó: “La acción de tutela como mecanismo transitorio únicamente opera cuando se amenaza un derecho  fundamental y el juez tiene la posibilidad de adoptar una medida temporal de protección, para evitar un perjuicio irremediable. En materia de debido proceso administrativo, salvo que se trate de una serie de hechos concatenados, resulta en extremo difícil sostener que una persona se enfrenta a un posible perjuicio irremediable en razón al peligro de que el derecho se viole. La Corte no descarta la posibilidad, sin embargo, para que proceda, resulta necesario que la administración no haya adoptado la decisión, pues en tal caso, se estará frente a una violación y no ante la puesta en peligro del derecho”.


� Ver Sentencias T-772, T-514 y T-418 de 2003, T-596, T-754 y T-873 de 2001, C-426 de 2002 entre otras.


� Sentencia T-723 de 2008.


� Sentencia T-249 de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Del que allegó copia el accionante y CD-ROM el accionado.


� Folios 6 a 9 de las copias aportadas por el accionante y folios 7 a 10 del archivo (1) del CD-ROM.


� Folios 21 a 29 del archivo (1) del CD- ROM.


� Folios 17 y 18 de las copias aportadas por el accionante y del archivo (1) del CD-ROM.


� Folio 33 de las copias aportadas por el accionante y del archivo (1) del CD-ROM.


� Folios 41 a 47 de las copias aportadas por el accionante y folios 40 a 45 del archivo (1) del CD-ROM.


� Folios 48 y 49 de las copias aportadas por el accionante y folios 46 a 47 del archivo (1) del CD-ROM.


� Folio 50 de las copias aportadas por el accionante y folio 48 del archivo (1) del CD-ROM.


� Folios 52 a 59 de las copias aportadas por el accionante y folios 2 a 9 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 61 de las copias aportadas por el accionante y folio 11 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 62 de las copias aportadas por el accionante y folio 12 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folios 68 a 71 de las copias aportadas por el accionante y folios 18 a 21 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folios 77 a 90 de las copias aportadas por el accionante y folios 27 a 40 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 97 de las copias aportadas por el accionante y folio 46 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 99 de las copias aportadas por el accionante y folio 48 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 102 de las copias aportadas por el accionante y folio 52 del archivo (2) del CD-ROM.


� Folio 106 de las copias aportadas por el accionante y folio 55 del archivo (2) del CD-ROM.


� Sentencia T-742 de 2011, reiterada en la T-736 de 2013.
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